
 

 

 

 

 

 

 

EXP. N.° 03372-2023-PHC/TC  

SAN MARTÍN  

CORINA DE LA CRUZ YUPANQUI  

 

AUTO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Lima, 23 de octubre de 2023 

 

VISTO 

 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Renny Abel 

Sandoval Sánchez abogado de doña Corina de la Cruz Yupanqui contra la 

resolución1 de fecha 10 de mayo de 2023, expedida por la Sala Mixta 

Descentralizada de Mariscal Cáceres – Juanjuí de la Corte Superior de Justicia 

de San Martín, que declaró infundada la demanda de habeas corpus de autos; y 

 

ATENDIENDO A QUE 

 

1. Con fecha 31 de marzo de 2023, doña Corina de la Cruz Yupanqui 

interpuso demanda de habeas corpus2 contra Cárdenas Castillo, 

Sotomayor Mendoza y Moreno Pita, jueces de la Sala Penal de 

Apelaciones de Mariscal Cáceres – Juanjuí de la Corte Superior de 

Justicia de San Martín; y contra el juez del Juzgado de Investigación 

Preparatoria de Tocache. Denuncia la vulneración de los derechos al 

debido proceso, a la motivación de las resoluciones judiciales y a la 

limitación recursal. 

 

2. Solicita que se declare la nulidad de la sentencia de vista, Resolución 33, 

de fecha 10 de noviembre de 2016, de las resoluciones vinculadas a la 

citada sentencia de vista y se disponga la realización de una nueva 

audiencia de apelación de sentencia por un órgano judicial distinto, en el 

marco del proceso penal en el que fue condenada a dos años y cuatro 

meses de pena privativa de la libertad, suspendida en su ejecución por la 

igual temporalidad de periodo de prueba, como autora del delito de 

difamación agravada3. 

 

3. Alega que la cuestionada sentencia de vista fue expedida de forma 

incoherente y contradictoria a la delimitación del recurso de apelación 

que no cuestionó el periodo de prueba de la pena suspendida. Afirma que 

la sentencia condenatoria se le impuso a dos años y cuatro meses de pena 

 
1 Foja 38 del expediente 
2 Foja 1 del expediente 
3 Expediente 2015-094 
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privativa de la libertad, suspendida en su ejecución por el periodo de 

prueba de un año. Sin embargo, la sentencia de vista, en el punto dos de 

su parte resolutiva, confirmó el periodo de prueba de un año impuesto, 

pero de manera errada y contradictoria en el punto tres de la parte 

resolutiva revoca el año de prueba y le impone dos años y ocho meses, lo 

cual contraviene lo dispuesto en la Casación 1658-2017 Huaura y al 

artículo 395, inciso 5 del nuevo Código Procesal Penal que, 

respectivamente, refieren al principio de congruencia recursal y al 

pronunciamiento claro de la condena. 

 

4. Señaló que el agraviado penal, en su recurso de apelación, peticionó la 

revocatoria del extremo de la sentencia referido a la pena y la reparación 

civil, a fin de que se imponga cuatro años y seis meses de pena efectiva, 

pero no solicitó la revocación del periodo de prueba por un plazo mayor. 

Precisa que la anulación solicitada en la demanda también alcanza al 

procedimiento ejecutado por el juzgado demandado, ya que la sentencia 

no podría ejecutarse sin afectar el debido proceso respecto de un periodo 

de prueba que no fue objeto de contradicción, menos interpretar o definir 

cuál es el periodo de prueba que debe ejecutarse. Añade que, como 

consecuencia de la interpretación arbitraria sobre el periodo de prueba, se 

ha dispuesto la revocatoria de la pena suspendida por pena efectiva, pese 

a que el año de periodo de prueba fijado ya había vencido. 

 

5. El Juzgado de Investigación Preparatoria de la Provincia de Mariscal 

Cáceres, mediante la Resolución 24, de fecha 5 de abril de 2023, admitió 

a trámite la demanda. 

 

6. Realizada la investigación sumaria del habeas corpus, el procurador 

público encargado del Poder Judicial solicita que la demanda sea 

declarada improcedente5. Señala que según la jurisprudencia 

constitucional es un deber de los litigantes y sus abogados el presentar las 

resoluciones judiciales pertinentes que permitan acreditar las lesiones que 

se invocan en los casos de procesos constitucionales contra resoluciones 

judiciales. Sin embargo, la demanda no ha adjuntado la resolución que se 

pretende cuestionar, por lo que debe ser desestimada. Precisa que no se 

han demostrado los alegatos presentados, por tanto, no se ha afectado el 

contenido esencial de los derechos invocados. 

 
4 Foja 8 del expediente 
5 Foja 17 del expediente 
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7. El Juzgado de Investigación Preparatoria de la Provincia de Mariscal 

Cáceres, mediante sentencia6, Resolución 3, de fecha 6 de abril de 2023, 

declaró infundada la demanda. Estima que la demanda no ha 

acompañado el medio de prueba que sostenga que la sentencia penal de 

vista haya sido objeto de cuestionamiento mediante los remedios o 

recursos procesales que prevé el artículo 404 y siguientes del nuevo 

Código Procesal Penal y así conocer de la decisión que habría emitido el 

órgano judicial que dé certeza de que en el presente caso se está ante una 

resolución firme. Finalmente, declaró la extromisión de los jueces 

superiores demandados, por considerar que a la fecha carecen de título y 

cargo de jueces. 

 

8. La Sala Mixta Descentralizada de Mariscal Cáceres – Juanjuí de la Corte 

Superior de Justicia de San Martín confirmó la resolución apelada en el 

extremo que declaró infundada la demanda, por similares fundamentos. 

Precisa que el caso trata de una situación que aparentemente necesita solo 

una aclaración o corrección por parte del órgano que expidió la sentencia 

de vista cuestionada; dicha sentencia ha sustentado la ampliación del 

periodo de prueba en referencia al artículo 57, inciso 4 del Código Penal 

que faculta fijar el plazo de suspensión de la pena de uno a tres años; y 

no se ha acreditado la violación de derecho alguno inherente a la libertad 

personal de la demandante. 

 

9. En el presente caso, este Tribunal Constitucional advierte que las 

instancias judiciales del habeas corpus precedentes emitieron 

pronunciamiento sin que cuenten con la resolución judicial cuya nulidad 

pretende la demanda, en referencia a la alegada vulneración de los 

derechos invocados, conexos al derecho a la libertad personal, tanto así, 

que incluso la Sala Superior emitió pronunciamiento de fondo sin que le 

conste documentalmente lo expresado en la demanda. También, se 

advierte que, pese a que la demanda y los medios impugnatorios del 

habeas corpus han sido suscritos por el abogado Renny Abel Sandoval 

Sánchez, no ha acompañado la sentencia penal de vista cuyo control 

constitucional peticiona ante la judicatura constitucional. 

 

10. Por consiguiente, este Tribunal Constitucional ha constatado que, en el 

presente caso, se ha llevado a cabo una defectuosa investigación sumaria 

 
6
 Foja 11 del expediente 



 

 

 

 

 

 

 

EXP. N.° 03372-2023-PHC/TC  

SAN MARTÍN  

CORINA DE LA CRUZ YUPANQUI  

 

que hace necesario que se declare la nulidad de todo lo actuado hasta la 

emisión de la resolución de primer grado del habeas corpus, se recabe la 

copia de la cuestionada sentencia penal de vista; los descargos de los 

jueces demandados a fin de que tengan la oportunidad de ejercer su 

derecho de defensa en doble grado de la instancia judicial y 

eventualmente ante este Tribunal; se soliciten las instrumentales 

adicionales que se consideren pertinentes, entre ellas, de la resolución 

que habría revocado la pena suspendida, se verifique si esta incide en el 

derecho a la libertad personal y si es firme a la fecha de la demanda; y, 

consecuentemente, se emita un nuevo pronunciamiento constitucional de 

primer grado respecto de los derechos invocados, conexos con el derecho 

a la libertad personal de la actora. 

 

11. En consecuencia, en aplicación del artículo 116 del Nuevo Código 

Procesal Constitucional, se debe declarar la nulidad de lo actuado desde 

que se cometió el vicio y la orden de reposición del trámite al estado 

inmediato anterior a la ocurrencia del vicio. 

 

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad 

que le confiere la Constitución Política del Perú, 

 

RESUELVE 

 

Declarar NULA la resolución de fecha 10 de mayo de 20237 expedida por la 

Sala Mixta Descentralizada de Mariscal Cáceres – Juanjuí de la Corte Superior 

de Justicia de San Martín; NULO todo lo actuado a partir de la foja 11 

inclusive; y, en consecuencia, se dispone que el juez del habeas corpus 

complemente la investigación sumaria y proceda conforme a lo expuesto en el 

fundamento 10 supra. 

 

Publíquese y notifíquese. 

 

SS. 

 

MONTEAGUDO VALDEZ 

PACHECO ZERGA 

OCHOA CARDICH 
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